
SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ
 
Consta en autos que el 20 de octubre de 1999, los ciudadanos MIRIAN BERMÚDEZ, HEBERTO SALAS y UVENCIA DE ARNAO, titulares de las cédulas de identidad nos 13.921.349, 3.039.763 y 4.729.259, respectivamente, en su carácter de miembros de la Junta de Condominio de Residencias Parque Central Barquisimeto, cuyo documento de condominio consta en la Oficina Subalterna del Primer Circuito del Estado Lara, bajo el n° 41, Tomo 5, sin la asistencia de abogado, intentaron, ante el Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, amparo constitucional contra la sentencia que dictó, el 28 de julio de 1999, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, para cuya fundamentación denunciaron la violación de sus derechos a la defensa, al debido proceso, a la seguridad jurídica y a la propiedad privada que acogieron los artículos 68, 50, 117 y 99 de la abrogada Constitución de Venezuela de 1961, ahora 49 y 115 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

El 15 de noviembre de 1999, el Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara juzgó sobre la pretensión que fue interpuesta y la declaró sin lugar. 
El 18 de noviembre de 1999, el representante judicial de los accionantes apeló contra la sentencia del citado Tribunal, para ante la otrora Corte Suprema de Justicia y ahora Tribunal Supremo de Justicia.
El 06 de diciembre de 1999, se recibió el expediente en la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia.
El 13 de enero de 2000, el Juzgado de Sustanciación de la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia declinó la competencia del presente caso en esta Sala Constitucional.  
Después de la recepción del expediente de la causa, se dio cuenta en Sala por auto del 01 de febrero de 2000 y se designó ponente al Magistrado Héctor Peña Torrelles.
El 08 de marzo de 2000, se reasignó la ponencia al magistrado Moisés A. Troconis Villareal.
El 27 de diciembre de 2000 se reconstituyó la Sala y se reasignó la ponencia al Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz.
 
I
DE LA CAUSA
El 25 de octubre de 1999, el Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara admitió la demanda de amparo.
El 29 de octubre de 1999, la Secretaria del referido Tribunal Superior se inhibió del conocimiento de la presente causa.
El 03 de noviembre de 1999, el ciudadano Andrés Eloy Parra, en su carácter de Juez Temporal del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara (supuesto agraviante), consignó escrito de informes, en el cual estableció:
1.
Que no están dados los requisitos de procedibilidad para que prospere la demanda de amparo contra decisiones judiciales, por cuanto la falta de citación que se alegó “no obsta para subvertir los recursos ordinarios que la ley prevee.”
2.
Que, en el proceso de calificación de despido que originó la decisión que fue impugnada, la parte hoy quejosa fue citada perfectamente y se procedió a dar la contestación al fondo de la demanda por parte del defensor ad litem, y que, por ello, no existe la violación de los derechos constitucionales que se denunció.
3.
Que es falso que no se gestionó y perfeccionó la citación de la accionada; y que, como no fue posible la práctica de la citación personal, se solicitó y acordó la citación por carteles y luego se designó defensor ad litem.
4.
Que la supuesta agraviada, en vez de apelar de la decisión “...definitivamente firme (sic) hoy recurrida en amparo, prefirió recurrir a esta vía extraordinaria para tratar de obtener por ésta vía una decisión rápida comparada con la decisión que se pudiese tomar por el juez de Alzada en caso de haberse ejercido el recurso de apelación (...) a propósito del juicio de invalidación previsto en el artículo 327 del Código de Procedimiento Civil...”
El 8 de noviembre de 1999, se realizó la audiencia constitucional, se dejó constancia de la asistencia del ciudadano Heberto José Salas, en su condición de tesorero de la Junta de Condominio de Residencias Parque Central Barquisimeto, con la asistencia del abogado Pier Paolo Pasceri Scaramuza, y consignó escrito mediante el cual ratificó sus alegatos. Asimismo, se dejó constancia de la ausencia del Juez  temporal del Tribunal supuesto agraviante.
El 15 de noviembre de 1999, el  Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara declaró sin lugar la demanda de amparo; el mismo día, el representante judicial de la accionante solicitó la ampliación de la referida decisión, la cual se realizó el 18 de noviembre de 1999.
El 18 de noviembre de 1999, el representante judicial de la hoy quejosa apeló de la decisión del 15 de noviembre de 1999, la cual fundamentó ante el mismo Tribunal Superior el 23 de noviembre de 1999.
El 23 de noviembre de 1999, se oyó en un solo efecto la referida apelación. 
II
DE LA PRETENSIÓN DE LA PARTE ACTORA
1.
Los miembros de la Junta de Condominio de Residencias Parque Central Barquisimeto  alegaron:

1.1
Que “[l]os antecedentes de este caso se derivan de la relación que se perfecciono (sic) entre la Sra.  Maigualida González de Aguiar y el Conjunto Residencial Parque Central el 04 de febrero de 1998, bajo el cargo de Administrador (cargo de Dirección o Confianza art.45 LOT), por un tiempo de tres meses, renovable automáticamente por una año. El 5 de Agosto (sic) de 1998 se le notifica a la ciudadana señalada que se le va a suspender en sus servicios, que por ser empleado de confianza nunca goza de la estabilidad que regular (sic) el capitulo VII, del Título II de la LOT...”
1.2
Que, el 10 de agosto de 1998, la ciudadana González acudió al tribunal supuesto agraviante para que le calificaran su despido, el cual, el 12 de agosto de 1998, ordenó la sola citación del ciudadano Esteban Marchán, en su carácter de presidente de la Junta de Condominio de Residencias Parque Central. 
1.3
Que, el 25 de septiembre de 1998, el alguacil consignó los recaudos demostrativos de sus actuaciones, donde señaló que no se verificó la citación personal porque no se encontró al destinatario en su domicilio; luego, el 22 de octubre de 1998, el alguacil consignó copia del cartel de citación que fue librado sólo al ciudadano Esteban Marchán, como representante de Residencias Parque Central.
1.4
Que el tribunal supuesto agraviante se extralimitó en sus funciones cuando vulneró los derechos constitucionales de su representada (co-propietarios de Residencias Parque Central Barquisimeto). 

1.5
Que usurpó funciones de otro de los Poderes Públicos (legislativo), por cuanto:
1.5.1
Estableció situaciones que no están dispuestas en la Ley de Propiedad Horizontal ni en la Ley Orgánica del Trabajo y modificó parcialmente dichas normas, toda vez que permitió que una sola persona, en nombre de su representada, se diera por citada al momento de la citación, aún cuando no tenía facultad para ello, con lo cual derogó los artículos 18 y 20 de la Ley de Propiedad Horizontal. 
1.5.2
“Estableció un régimen de estabilidad laboral para los empleados de confianza como la Administradora; derechos a que en una eventual calificación de despido, puede ser esta objeto de reenganche en sus funciones con lo cual modificó el régimen  legal establecido para los empleados de confianza y dirección  de la LOT  y específicamente modifica  las normas legales que regulan al Administrador art. 19 y 20 LPH.”  
1.6
Que no existe otra vía procesal distinta  a la del amparo, mediante la cual se pueda reparar o restablecer la situación jurídica infringida, consistente en impedir que la impugnada surta efectos y en la reposición de la causa al estado de nueva citación.
1.7
Que “[e]s evidente que existieron y existen otras vías procesales pero son ‘inoperantes’ e adecuadas (sic) porque, en su esencia son lentas y para el momento en que exista una decisión cautelar o definitiva ya la situación jurídica infringida y a infringirse no podrá ser reparada...” 
1.8
Que “...pese a que efectivamente no se realizó una defensa cabal y no agotara la apelación en el presente caso (hecho éste imputable al defensor ad litem) pensamos que de igual forma dicho hecho no puede convalidar vicios que transgreden directamente la Constitución y el orden público procesal como lo es la debida citación a nosotros en carácter de representante de todo los co-propietarios de Residencias Parque Central.”(sic)  
1.9
Que, “...pese a que pudieran existir otras vías procesales viables, ninguna sería tan sumaría (sic), rápida, expedita y eficaz como para suspender in limini (sic) los efectos de una sentencia que para el tribunal sentenciador ya está firme.”
1.10
Que, el 28 de julio de 1999, la Juez del Tribunal Primero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral del Estado Lara dictó sentencia en un proceso que se realizó a sus espaldas, sin su consentimiento, en el cual jamás fueron partes de acuerdo con la ley.   
1.11
Que, el 07 de octubre de 1999, se les informó que la decisión del 28 de julio de 1999 declaró con lugar la calificación de despido y ordenó el reenganche de la ciudadana González de Aguiar a su lugar de trabajo y el pago de los salarios caídos.
1.12
Que la decisión que se impugna es contradictoria, ya que estableció que faltaban 9 meses del contrato y que la indemnización sólo comprende los salarios que devengaría al cumplirse ese tiempo pero luego ordenó el pago de los salarios caídos desde el momento del despido hasta su reincorporación a su lugar de trabajo. “Es decir, no solo ordena los nueves (sic) meses que restaban del contrato , (sic) sino que además todo lo que pudo haber percibido hasta que se reincorpore...”
2.
Denunció:
2.1
La violación del derecho a la defensa y al debido proceso que acogió el artículo 68 de la abrogada Constitución de 1961 y, ahora, el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto “Al citar al presidente de la junta de Condominio , (sic) en pleno se violentó el derecho a la defensa de los copropietarios (sic) de las Residencia Parque Central, en razón que se citó a una persona que no tiene capacidad para darse por citado en nombre de otros comuneros , ya que ni la Ley de propiedad Horizontal (sic), ni el documento del condominio o reglamentos establecen dicha previsión...”; que el cargo de administradora del condominio Residencias Parque Central es un cargo de confianza de los que establece el artículo 45 de la Ley Orgánica del Trabajo y no goza de estabilidad. Por ello, cuando se abrió el procedimiento para la calificación de despido y solicitud de reenganche, el juez violentó el debido proceso. 
2.2
La violación del derecho a la seguridad jurídica, “ubicable bien en el artículo 50 constitucional (sic) o bien de manera negativa en el artículo 117 constitucional (sic)...”de la abrogada Constitución de 1961, por cuanto se llamó a participar a personas que no tenían cualidad o legitimación para actuar.
2.3
La violación del derecho a la propiedad y a la prohibición de confiscación que estableció el artículo 99 de la abrogada Constitución de 1961 y, ahora, en el artículo 115 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto el objeto sobre el cual se ordenó la ejecución de la sentencia, es el patrimonio común de todos los integrantes del Condominio Residencias Parque Central.

3.         Pidieron: 
“PRIMERO: solicit[a] que se declare con lugar el presente amparo y se tramite de acuerdo a con (sic) lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley Orgánica de Amparo
SEGUNDO: que para la decisión del fondo y, para que de una manera material y palpable se evidencia (sic) las denuncias que en es[e] escrito se señalan solicit[a] sea solicitado al tribunal de la causa el expediente que cursa por ante él bajo el n° 98-9439.
TERCERO: Que declare la nulidad del fallo con eficacia ésta desde que se dictó el mismo en adelante así como de sus actos de ejecución que pudiera (sic) dictarse, y, por tanto se ordene:
A)        reponga la causa al estado de realizar la citación de [su]representada;

B)        que en defecto del anterior pedimento se ordene dictar sentencia al tribunal contra el que se recurre, en el sentido de que éste decidan (sic) reponer la causa al estado de realizar nuevas citaciones;

C)        En todas las dos hipótesis anteriores solicit[an] se acuerde la nulidad de no solo la sentencia objeto del presente amparo, sino de todo lo actuado con posterioridad a la reposición que es[e] digno tribunal acuerde...”

 
Como medida cautelar solicitaron:
“...Que hasta tanto no sea decidida la presente acción no se le de curso a la ejecución forzosa de la sentencia de la cual se recurre...”

 
4.         Con motivo de la apelación, el recurrente alegó:
4.1      Que la sentencia está afectada en los motivos de hecho, por cuanto afirmó que la citación se efectuó en la Junta de Condominio de Residencias Parque Central y, en realidad, la citación se dirigió únicamente al presidente de la referida Junta de Condominio.
4.2      Que, de conformidad con lo que dispone el artículo 18 de la Ley de Propiedad Horizontal, la Junta de Condominio, como órgano colegiado, mediante el voto de la mayoría, tiene, como atribución, el ejercicio de las funciones del administrador, cuando no se haya designado uno, y el ejercicio de la representación de todos los propietarios y no a uno solo de ellos. 
4.3      Que el tribunal partió de un error de derecho cuando supuso que el presidente del condominio, y no la junta de condominio (como cuerpo colegiado), tiene la cualidad para la representación judicial de los intereses de los copropietarios en ausencia del nombramiento del administrador.
4.4      Que la decisión que fue apelada modificó la dispositiva de la sentencia que había sido impugnada, sin que previamente hubiere declarado con lugar el amparo, lo cual es contradictorio, por cuanto la sentencia que se impugnó mediante amparo señaló que el pago de los salarios caídos correspondía desde la oportunidad del despido (5 de julio de 1998) hasta su definitiva reincorporación al lugar de trabajo; en cambio, la decisión objeto de apelación estableció que el pago de los referidos salarios sólo le correspondían hasta la conclusión del contrato. 
4.5      Pidió:
 “...sea declarada con lugar la apelación interpuesta y que en consecuencia, de conformidad con el artículo 244 del Código de Procedimiento, en concordancia con el artículo 209 ejusdem, sea revocada la sentencia y proceda a decidir el fondo del asunto planteado y en tal virtud declare con lugar la acción intentada con base a las razones contenidas en nuestro escrito libelar...” 
 
III
DE LA COMPETENCIA DE LA SALA
Visto que, con fundamento en los artículos 266, cardinal 1, 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, esta Sala declaró su competencia para el conocimiento de las apelaciones y consultas respecto de las sentencias que, en materia de amparo constitucional, dicten los Juzgados Superiores de la República, salvo el caso de las que pronuncien los Juzgados Superiores en lo Contencioso Administrativo. Y visto que, en el caso de autos, el recurso de apelación  fue ejercido contra la sentencia que dictó, en materia de amparo constitucional, el Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, esta Sala declara su competencia para el conocimiento del recurso en referencia. Así se decide.

 
IV
DE LA SENTENCIA RECURRIDA EN APELACIÓN
El juez de la decisión que fue recurrida decidió sobre la pretensión de amparo en los términos siguientes: 

“Por las anteriores razones este JUZGADO SUPERIOR DEL TRANSITO, TRABAJO Y ESTABILIDAD LABORAL DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO LARA, administrando justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley, declara: SIN LUGAR EL PRESENTE RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL interpuesto por los ciudadanos  MIRIAN BERMÚDEZ, HEBERTO SALAS Y UVENCIA DE ARNAO, actuando conjuntamente con el carácter de Miembros de la JUNTA DE CONDOMINIO DE “RESIDENCIAS PARQUE CENTRAL” (...) contra la SENTENCIA DICTADA EN FECHA 28-07-99 por el JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICAL DEL ESTADO LARA...” 

 
A juicio del juez de la sentencia objeto del recurso no es cierto que se haya violado el derecho a la defensa de los quejosos, toda vez que el alguacil trató de citarlos a través de su representante, quien, además, es su presidente; que dejó copia del cartel en la sede de los recurrentes; que, una vez agotado este trámite, se procedió al nombramiento de un defensor ad litem; que, por ello, no hubo violación de las normas constitucionales.
Sostuvo la decisión, además, que en materia laboral todos los operarios permanentes que no sean de dirección  y que tengan más de tres meses al servicio de su patrono, así como los contratados por tiempo determinado que tengan más de tres meses, y mientras dure el contrato, gozan de estabilidad; que, en el caso bajo examen, la trabajadora no está excluida, porque ella no es de dirección sino de confianza. Por ello, a criterio del fallo que fue recurrido, le era aplicable el procedimiento de estabilidad relativa.
Por último, sostuvo la sentencia en cuestión que, cuando la decisión objeto del amparo ordenó la reincorporación de la trabajadora a su lugar de trabajo, no se percató que ya se había vencido el contrato, pero que era indudable que, en ese caso, sólo le correspondía a la operaria el pago de lo que ordenó el tribunal hasta la conclusión del mismo. Por otro lado, sostuvo que no existió violación al derecho de propiedad ni a la prohibición de confiscación, ya que, una vez concluido un proceso, surgen obligaciones de pago y costas que debe asumir la parte perdidosa, respecto de las cuales, si no son cumplidas voluntariamente, existen medidas que deben tomarse para obtener su pago.  
 
V
MOTIVACIÓN PARA DECIDIR
En el caso bajo examen, la decisión que fue impugnada declaró con lugar la solicitud de calificación de despido que interpuso la ciudadana Sara Maigualida González contra la Junta de Condominio de Residencias Parque Central. Ahora bien, en la demanda de amparo los accionantes, en su carácter de miembros de la referida junta de condominio, alegaron, entre otras cosas, que se les vulneró su derecho a la defensa y al debido proceso, por cuanto no se realizó la citación de la junta de condominio conforme a derecho, toda vez que, la referida citación se ordenó en la persona del presidente de la junta y no en la junta de condominio en pleno, es decir, en la persona de todos sus miembros,  razón por la cual, en su criterio, existe falta o ausencia de citación. 

Ahora bien, debe necesariamente esta Sala aclarar que, de ser cierta la ausencia o falta de citación alegada, los accionantes no pueden pretender la subsanación mediante este medio de impugnación, de las supuestas irregularidades que, dentro del proceso en el cual surgió la decisión que ha sido impugnada, hubieron llevado a la supuesta falta de citación de la junta de condominio, sin que hayan utilizado el mecanismo de impugnación que dispone la Ley Adjetiva Procesal para la falta de citación, el error o fraude que se haya cometido en la misma, cual es el recurso de invalidación que disponen los artículo 327 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. En innumerables decisiones la Sala de Casación Civil de la otrora Corte Suprema de Justicia señaló que la demanda de amparo no es supletoria, ni en forma alguna sucedánea, de los recursos ordinarios o extraordinarios que establece el Código de Procedimiento Civil y demás leyes procesales de la República.
En el caso específico del recurso extraordinario de invalidación, esta Sala, en reciente decisión, estableció:
“...Considera la Sala que en los casos en que se denuncian violaciones al debido proceso y al derecho a la defensa como consecuencia de error, fraude o ausencia de citación del demandado en juicio, el recurso de invalidación constituye un medio idóneo para lograr el restablecimiento de la situación jurídica que se alega infringida,  por cuanto, la declaratoria de invalidación, en estos casos, conlleva a la reposición del juicio al estado de interponer nuevamente la demanda, tal como lo prevé el artículo 336 del Código de Procedimiento Civil, así como impedir la ejecución de la decisión judicial que se ataca, siempre que el recurrente otorgue la caución pertinente prevista en el artículo 333 eiusdem. 

 
Existiendo entonces mecanismos procesales idóneos que permiten que la situación jurídica que se alega infringida no se haga irreparable, éstos constituyen la vía para reparar la lesión y no la acción de amparo”. (s. S.C. n° 610 del 25-03-02)
 
La existencia de otro mecanismo de impugnación contra la decisión objeto de la demanda de amparo fue reconocida por los mismos accionantes, cuando al fundamentar su demanda de amparo alegaron: 
“Es evidente que existieron y existen otras vías procesales pero son ‘inoperantes’ e adecuadas (sic) porque, en su esencia son lentas y para el momento en que exista una decisión cautelar o definitiva ya la situación jurídica infringida y a infringirse no podrá ser reparada (...) 
pese a que pudieran existir otras vías procesales viables, ninguna sería tan sumaría (sic), rápida, expedita y eficaz como para suspender in limini los efectos de una  sentencia que para el tribunal sentenciador ya está firme...”
 
Tal argumento ha sido reiteradamente descartado por esta Sala, pues no es posible, sólo por la menor celeridad del medio de impugnación disponible -que, lógicamente, será, casi siempre, menos célere que el amparo por su propia naturaleza-, la admisión de la demanda de amparo sin que con ello se subvierta el orden procesal existente.  
En todo caso, la Sala observa que en el proceso en el cual surgió la decisión que fue impugnada se agotó todo el mecanismo pertinente para el logro de la citación de la demandada, en el cual, como no fue posible la citación personal, se acordó la citación por carteles y se designó defensor ad litem, razón por la que no puede pensarse que, en el presente caso, se haya vulnerado el derecho a la defensa. 
Por último, no puede esta Sala pasar desapercibida la omisión en que incurrió el a quo constitucional, cuando9 no exigió a los accionantes la consignación de copias certificadas de la decisión que se impugnó, toda vez que, se observa, sólo acompañó, al momento de la introducción de la demanda de amparo, copias simples del referido fallo, lo cual no se remedió en la audiencia constitucional. 
Por todo ello, y en razón que no constan en los alegatos del representante judicial de la accionante, elementos suficientes  de lo cuales se pueda deducir que es el amparo, y no los recursos ordinarios o extraordinarios, el medio idóneo para el restablecimiento eficaz de la situación jurídica infringida que generó la violación de los derechos constitucionales que se denunció, debe necesariamente esta Sala declarar la inadmisibilidad de la demanda de amparo de conformidad con lo que dispone el cardinal 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Así se decide.
 
VI
DECISIÓN
Por las razones que se expusieron, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia objeto de la apelación que dictó el Juzgado Superior del Tránsito, Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, el 15 de noviembre de 1999, y declara INADMISIBLE la demanda de amparo que ejercieron los ciudadanos MIRIAN BERMÚDEZ, HEBERTO SALAS Y, UVENCIA DE ARNAO contra el fallo que pronunció, el 28 de julio de 1999, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara. En consecuencia, declara SIN LUGAR el recurso de apelación que ejerció el abogado Pier Paolo Pasceri S., representante judicial de los accionantes, contra la sentencia en cuestión.
 
Publíquese, regístrese y devuélvase el expediente.
 
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 20 días del mes de AGOSTO de dos mil dos. Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación.
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